Tutela segunda instancia

Actora: Gloria Eucaris González López
Decisión: Declara nulidad
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Secretaría de Educación Departamental de Risaralda
Procedencia:

Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal
Derechos:


Salud, vida y petición.
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, concedió la tutela de los derechos fundamentales invocados por la ciudadana Gloria Eucaris González López.
ANTECEDENTES:
Manifestó la accionante padecer de una enfermedad lumbar de carácter degenerativo, situación que se agrava con la necesidad de trasladarse diariamente del área urbana a laborar en la Institución Educativa La Florida, vereda del municipio de Santa Rosa de Cabal, por lo que ante la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda impetró su traslado, con la finalidad de evitar su desplazamiento por vía rural en un trayecto de 25 kilómetros, mas recibió lacónica respuesta de no existir una plaza disponible para ello y que debía presentarse a la convocatoria a partir del mes de octubre pasado.
Expone que este desplazamiento está colocando en riesgo su salud y su vida, además de considerar vulnerado su derecho de petición, cuya protección pretende con esta acción.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Vinculada únicamente la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, la operadora de primer nivel luego de exponer los argumentos sobre la vulneración de los derechos de la demandante, resolvió ampararlos y en consecuencia ordenó a la entidad accionada estudiar la solicitud de traslado y reubicar a la docente González López en área urbana de Santa Rosa de Cabal, para lo cual otorgó un plazo de 10 días.
IMPUGNACIÓN
La Secretaría de Educación impugnó el fallo, argumentó la excepcionalidad de la acción de tutela y señaló que en este evento sólo procedería como mecanismo transitorio, aunque pone de presente que la entidad por ella representada, no le ha vulnerado derecho fundamental alguno a la actora.
CONSIDERACIONES

1. Competencia.
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el canon 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

2.
Problema jurídico.
Por virtud de la competencia que otorga el recurso, decide la Colegiatura si la censura contra el fallo que amparó los derechos de la actora, merece su abrogación o si en su defecto, por estar acorde con las normas constitucionales y legales, debe ser ratificado.
3.
Solución.
La situación fáctica sometida a debate en sede constitucional, consiste en la posibilidad de acceder al amparo de los derechos fundamentales de la docente Gloria Eucaris González -quien acusa enfermedad en su columna vertebral- presuntamente vulnerados por la Secretaría de Educación de Risaralda al haber negado su reubicación laboral
 en área urbana de algún municipio del departamento.
Documentalmente se acredita que la educadora presenta una enfermedad de origen común con los siguientes diagnósticos: 1. Escoliosis lumbar izquierda, 2. Espina bífida S1, 3. Quiste perineural de Tarlov y 4. Discopatía degenerativa lumbar, cuadro clínico que impone unas recomendaciones especiales en su rutina.
La petición en tal sentido fue formulada ante la Secretaría de Educación aludida y se contestó por una funcionaria de la misma con escueto argumento de la ausencia de vacantes que la hace inviable, pero además, la remitió al plan de traslado ordinario que se consagra en el Decreto 520 de 2010.
La Colegiatura no puede pasar desapercibido que para los efectos pretendidos mediante esta acción, el nominador de la accionante lo es el Gobernador de Risaralda, acorde con lo previsto en el artículo 7º del citado decreto, en tanto que Santa Rosa de Cabal, es un municipio no certificado en materia de educación pública. 
De otro lado se advierte que la respuesta que se entregó a la señora González López, presenta una fundamentación legal que no concuerda con el hecho en que se hace consistir la petición, toda vez que el traslado se solicitó por razones de salud y en tales condiciones, corresponde darle el trámite previsto en el artículo 5º de la norma en referencia
. Pero muy a pesar de ello, el escrito –aprecia la Sala- se dirigió solo a la Secretaria de Educación, mas no al nominador, por lo que existiendo una incoherencia en tal sentido, no puede la Colegiatura imponer una carga a quien ha sido ajeno a este proceso.
Por tanto, dos situaciones bien importantes debe precisar la Colegiatura y que recomienda a la actora tener en cuenta: la primera de ellas, que conforme con las normas reguladoras del proceso de traslado de docentes y directivos docentes del mismo orden, para el caso concreto se requiere apoyar la solicitud en un dictamen del comité de medicina de la entidad prestadora del servicio de salud en el que se encuentre inscrita; y la segunda, que en ejercicio del derecho de petición debe vincular a su nominador, es decir al señor Gobernador del Departamento, quien en últimas emite la decisión que resuelva de fondo el traslado.
Frente a la Secretaría de Educación, por ser la entidad que en primer término maneja los asuntos relacionados con los docentes del departamento, debe darle la prioridad merecida a la señora Gloria Eucaris, en consideración a su estado de salud, con el propósito de no hacer más grave su situación.
Hechas estas precisiones y descendiendo al tema relacionado con la impugnación, la Corporación encuentra que debe otorgarse razón a la censora por cuanto no puede ser objeto de amparo el derecho a la salud de la demandante en este específico caso, porque con tal ordenamiento se estarían suplantando los procedimientos impuestos por la legislación que regula la materia, como se estableció en párrafos anteriores.
Es cierto que se debe propender a la salud de las personas, máxime si se trata de trabajadores de cualquier orden, pero también lo es, que los profesionales de la medicina son quienes pueden determinar la gravedad de la enfermedad y la lesión, de tal suerte que esa es la razón para que la ley lo haya dispuesto de tal manera. En este sentido, debemos concluir que el juez de tutela tampoco es el autorizado para suplir aquél concepto técnico interdisciplinario, pese a los dictámenes médicos existentes en ese sentido, pues nótese que en los mismos solo se hacen recomendaciones para que la paciente acoja, con la finalidad de superar aquella dolencia, aunque ninguno de ellos concluye que no pueda utilizar vehículos para hacer su desplazamiento.

Y otra potísima razón para no imponerse por vía de tutela el traslado, es que no existen plazas vacantes en las áreas urbanas de los municipios, según lo da a conocer el servidor público adscrito a la Secretaría de Educación Departamental, y tampoco es permitido que se desmejore las condiciones laborales de otro educador, porque entonces también tendría derecho a reclamar su protección.
Razón le asiste en parte a la recurrente cuando refiere que no es aquella secretaría del orden regional la que ha violentado derecho alguno de la actora, si tenemos en cuenta que su enfermedad no es de origen profesional, sino común, aunque no es válido sostener que la docente González López debe recurrir al procedimiento ordinario señalado en el decreto reglamentario aludido para sujetarse al traslado, ya que su caso es excepcional y merece prioridad, aunque no por eso puede soslayar el trámite legalmente establecido.
Como conclusión de todo lo discurrido, la Sala abrogará la decisión adoptada en primer grado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, para en su lugar declarar improcedente la acción de tutela que promueve la señora Gloria Eucaris González López contra la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, aunque deja a salvo las recomendaciones aquí impartidas a los sujetos contendientes.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución Política,
RESUELVE:

Primero: Revocar el fallo por el cual se ordenó a la Secretaría de Educación Departamental reubicar laboralmente a la docente Gloria Eucaris González López, y en su lugar declarar improcedente la acción tendiente al amparo de sus derechos fundamentales.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, conforme al artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                    JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado









      Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ        JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES
Magistrado



   Secretario
� Actual docente de la Institución Educativa La Florida, sede El Español, zona rural de Santa Rosa de Cabal.


� Decreto 520 de 2010 - Artículo 5º. Traslado no sujetos al proceso ordinario. La autoridad nominadora efectuará el traslado de docentes o directivos docentes mediante acto administrativo debidamente motivado, en cualquier época del año lectivo, sin sujeción al proceso ordinario de traslado de que trata este Decreto, cuando se origine en: … 3. Razones de salud del docente o directivo docente, previo dictamen médico del comité de medicina laboral del prestador del servicio de salud.
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